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			El amor a la Patria no se puede construir sobre el odio a España ni sobre las mentiras contra ella. A la verdad debemos amar como a la Patria misma. 
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			Del esclavismo de los negros, Napoleón pasó a juzgar que todos los pueblos de América eran esclavos de un régimen clerical impuesto por España para mantenerlos en la ignorancia y no permitir que se abrazara la ilustración enciclopedista francesa cual panacea para salir de su mansedumbre intelectual. Él mismo comenzó a sentirse libertador de aquellas oprimidas gentes, pero en franca competencia con Inglaterra que sólo ambicionaba la libertad de comercio con las Américas, aunque ella misma se la negara a sus propias colonias. Fue otro motivo para la cruzada ‹‹civilizadora›› que emprendió contra España y el eventual endoso y traspaso del Imperio a su cetro. 




			España sólo accedió al infame comercio de hombres a instancias de ese febril fraile llamado Bartolomé de las Casas de quien el enemigo tomó sus denuncias sobre la tremebunda situación que padecían los aborígenes a manos de los conquistadores. A ninguno de ellos se le ocurrió acusar a Portugal, ni denunciar los excesos de sus colonos, quienes ya venían practicando la caza de negros desde tiempos de Antão Gonçalves en 1434. Todo porque Portugal fue siempre aliado de Inglaterra. Tanto horror causaba la esclavitud a las costumbres españolas que la propuesta de fray Bartolomé de reemplazar a los indios de Santo Domingo en las duras faenas del campo con negros esclavos traídos del África produjo en el cardenal Cisneros verdadero rechazo. 




			Estamos de acuerdo con que la esclavitud fue una repugnante institución, en cuya práctica incurrieron por igual todas las potencias europeas; sólo que ésta fue adoptada, en el caso de España, por el deseo de proteger a los indígenas de las duras labores mineras y agrícolas a las que ellos no estaban acostumbrados; indígenas que también estuvieron protegidos de los tribunales de la propia Inquisición, a los que ésta nunca enjuició pese a sus prácticas paganas. Es un hecho histórico que los únicos indios a quienes se autorizó esclavizar fue a los caribes, por ser éstos una raza feroz, irreductible y exterminadora de otros indios, con lo cual también se estaba protegiendo a los más pacíficos aborígenes. Es necesario detenerse a hacer algunas comparaciones estadísticas sobre el trato que, en general, los españoles dispensaban a los negros y el trato que les daban franceses, holandeses e ingleses. 




			Es sabido que los indios, particularmente los que se trasladaban de las tierras altas y frías a las más bajas y calientes de América para hacer trabajos agrícolas o mineros, no daban el rendimiento esperado y que muchos enfermaban y morían, por lo que se vio necesario reemplazarlos por negros en las labores más pesadas; es también sabido que entre las costumbres indígenas no estaba el trabajar duro y que según las crónicas de la época éstos eran, por lo general, holgazanes y viciosos. Más aún, era cosa averiguada que el indio varón enviaba a la hembra a trabajar y a servirlo y que no fueron pocas las indias que parían en el campo mientras el marido se emborrachaba con chicha, la bebida embriagante hecha de maíz fermentado que los embrutecía hasta límites zoológicos. Esta situación causó que la Corona, finalmente, accediera a buscar una alternativa para lo que se consideraba un problema cultural insuperable. 




			Carlos I, el joven monarca, fue quien otorgó a un flamenco en 1517 el privilegio de introducir 4.000 negros a Santo Domingo, privilegio que luego éste vendió a los genoveses. No conocemos la intimidad de su conciencia, pero tal vez lo hizo para no comprometer demasiado la salvación del alma de los españoles con tan vil comercio, pues, católico como era, creía que la de los flamencos estaba irremisiblemente perdida y que poco importaba que se ganaran más méritos para el infierno; lo cierto es que en 1542 prohibió el comercio de negros ya ampliamente disputado por holandeses y portugueses, verdaderos comerciantes que trataron este tráfico como cualquiera otra mercancía. Porque, también es conveniente decirlo, España podrá ser muchas cosas, menos un país con vocación de comercio, pues ni en los tiempos que corren se ha adquirido todavía el sentido del buen servicio, del trato especial, amable y cordial que la clientela requiere. El contraste es bien notorio con otros países donde se abruma al cliente con todo tipo de cortesías y amabilidades y donde éste se ve casi precisado a comprar por pura reciprocidad. Distan mucho los españoles, por ejemplo, de los portugueses o, para ir más lejos, del buen trato comercial que en América se estila. La Conquista tuvo otras motivaciones mucho más fuertes que la guiaron y determinaron, muy aparte de las ambiciones que los propios conquistadores pudieran tener, como el enriquecimiento personal: éstas fueron la evangelización y el sentido de la grandeza, muy a la par del lucro económico. Por ello no fue un español el que primero se hizo cargo del comercio de negros. El primero fue un inglés, John Hawkings, el pirata, luego recompensado como almirante y tesorero de la nación inglesa por sus expolios a España. Debemos recordar que en 1563, en su primera expedición a Sierra Leona, engañó a unos negros para que se fueran con él a la América a donde, les dijo, iban a ser infinitamente felices; no contento con esto capturó a otros y llegó con un cargamento de 300 de aquellos infelices a Santo Domingo. Esta primera expedición le produjo tantos réditos que al año siguiente organizó una segunda con la participación de importantes personajes, incluida la reina Isabel I. Su ejemplo fue seguido por otros ingleses, quienes mediante métodos brutales e inhumanos los cazaban como a tigres, los aherrojaban y los enjaulaban para luego llevarlos a América. En esto se volvieron tan diestros —como en el arte de difamar a España— que el monopolio principal de tan infame comercio lo detentaron desde 1563 a 1789, año este último en que la sola Inglaterra exportó del África unos 38.000 esclavos, cuando todas las otras naciones juntas exportaron sólo 36.000. 




			Las guerras, sí, las guerras y los tratados que las siguieron fue lo que llevó a España a hacer contratos con sus enemigos en los que legalmente les permitían hasta 4.800 negros por año en sus posesiones americanas, como cuando Don Felipe V quiso reconocer a sus compadres franceses la merced del asiento el 27 de agosto de 1701, no bien posesionado del trono español. La concesión de venta exclusiva fue luego trasladada como botín de guerra a los ingleses por el tratado de Utrecht de 1713, concesión que los habría de colocar como los mayores negreros de todos los tiempos. Otros contratos semejantes fueron dados a los portugueses, de cuyas manos pasaron a holandeses e ingleses. Así,  con justicia puede decirse que España se limitó a recibir negros en sus costas, y aunque se lucró de ellos, y muchísimos más pasaron por contrabando y corrupción auspiciada por el enemigo, no podemos desconocer que también fueron muchos los negros recibidos por actos de caridad para curarlos de sus heridas, privaciones y penurias. También para convertirlos al catolicismo, pues es un hecho histórico que tal acto producía gran alborozo. Fray Domingo de Soto advertía que del propio pecado original se derivaban las guerras y la esclavitud, aunque este pecado debía ser corregido por los hombres. Todos los razonamientos teológicos que siguieron fueron parte esencial en hacer que España endulzara en lo posible el cautiverio negro. Podríamos afirmar que, más que esclavitud, en las provincias españolas de ultramar lo que hubo fue servidumbre. La Iglesia, por ejemplo, tutelaba la libertad de todo cristiano para contraer matrimonio; las leyes, por su parte, garantizaban que ‹‹cuando los esclavos entregan a sus señores el importe de su valor adquirido lícitamente... con el fin de redimirse de cautiverio o servidumbre, son obligados los expresados dueños a otorgarles llana y jurídicamente la carta de libertad...›› Este sistema de coartación proveía que el esclavo podía ir disfrutando de su libertad en la medida que iba amortizando la misma; es decir, se capitalizaba a sí mismo. Tal sistema se introdujo en las Indias españolas a partir de 1768, según la Real Cédula de Carlos III. Es también un hecho histórico atestiguado por reales cédulas que desde el siglo XVII se disponía que los esclavos procedentes de colonias extranjeras que se pasaran a territorios bajo la jurisdicción española para abrazar la fe católica, quedarían automáticamente libres. 




			Varios datos proporcionarán al lector una dimensión estadística que no deja de ser interesante y que darán la perspectiva de las libertades relativas existentes en las provincias españolas de América y en las colonias de las otras potencias. Empecemos por la isla de Santo Domingo, cuyo territorio es dos tercios del tamaño del francés en la misma isla. Del lado español había 122.000 hombres libres hacia 1826 y 30.000 esclavos (24,6%); del lado francés había 58.000 libres y 465.000 esclavos (88,9%), a quienes con frecuencia se empleaba como moneda de cambio para pagar a los españoles las mercancías que exportaban. Esta proporción nos dice que la parte francesa no era más que una factoría mantenida por esa potencia para sus fines comerciales, en tanto que la española era un asentamiento europeo en toda la regla. 




			Lo mismo puede afirmarse de las cinco colonias francesas de Martinica, Guadalupe, Borbón, Senegal y Guyana donde, en 1832, de los 310.000 pobladores, 240.000 eran esclavos (77,4%). En la sola Guyana, por ejemplo, había 19.000 esclavos (90,5%) de los 21.000 habitantes que tenía. Caso similar ocurría en las Antillas inglesas, donde la proporción de hombres libres a esclavos era de 98.000 a 505.000 (83,7%). En cambio, en las Antillas españolas, incluido Puerto Rico, la proporción era de 220.000 habitantes libres en 1822 contra 25.000 esclavos (10,2%). En Cuba, por ejemplo, de más de 700.000 almas libres en 1827, no se contaba sino con 287.000 esclavos (29,1%), el lugar donde España más tuvo. Si esto lo comparamos con Jamaica, la mayor isla inglesa, veremos que en esta última había 60.000 personas libres en 1831 contra 342.000 esclavos (85%). Ahora tomemos los territorios más grandes, el de Nueva España, donde apenas había 10.000 esclavos (0,016%) con casi 6.000.000 de habitantes hacia 1811, según dato observado por Humboldt; en cambio, ¡en los cinco estados meridionales de los Estados Unidos había 700.000 esclavos (70%), cuando la población libre en tiempos coloniales era un millón de personas! Está claro que en las provincias españolas de América nunca hubo, como fue el caso de las colonias de las otras potencias, mayoría negra ni esclava. 




			Entonces, a los que hoy nos ponen como ejemplo las grandes libertades de que gozaban los habitantes de las colonias inglesas en comparación con las españolas debemos recibirles tales comparaciones con beneficio de inventario, porque la libertad, en su sentido más amplio, no puede estar dirigida a unos cuantos, sino que tiene que verse en el contexto de su generalidad. Por ejemplo, existen expedientes judiciales, fruto de causas incoadas por los propios esclavos, que demuestran desde 1596, y más particularmente desde 1665, que los jueces los oían y juzgaban según las leyes que también aplicaban a los blancos. Las cifras anteriormente citadas nos dan una idea aproximada de las proporciones existentes entre gente esclavizada y gente libre. No basta, pues, con saber que Inglaterra tenía un Parlamento y que España no reunía sus Cortes con la deseada frecuencia bajo los Borbones, porque la primera libertad que cuenta, la más inmediata, es esta proporción y su subordinada tiene que ser, necesariamente, el ejercicio de la política. Centrémonos un poco en ésta. 




			En las posesiones españolas todos los habitantes, sin excepción alguna, se amparaban en unas instituciones protectoras de sus derechos contra la arbitrariedad de los poderes públicos y la arbitrariedad de los amos para con los esclavos, luego el hecho de que se tuviera o no un Parlamento actuante en la metrópoli no era, propiamente, un factor determinante en cuanto a la libertad en el sentido aludido se refiere. Veamos lo opuesto. En las colonias inglesas, con todo y Parlamento sito en la metrópoli, los esclavos no gozaban de las garantías jurídicas de que gozaban en las posesiones españolas. Los amos, es decir los colonos, estaban supeditados a la voluntad omnímoda de esa corporación que, dicho sea de paso, también actuaba arbitrariamente en el caso sajón, pues podía decidir sobre todo lo que le viniese en gana, asunto que dio principio a la emancipación de la América del Norte. Luego, las libertades políticas de que gozaban los ingleses en su tierra no eran equivalentes a las que gozaban los súbditos de sus colonias. 




			Es por el trato humanitario que los españoles solían dar a sus esclavos que el barón Humboldt observó que los negros de las posesiones españolas estaban más protegidos que los negros de las colonias de todas las demás naciones europeas. ¿No es acaso cierto que cuando los españoles entregaron la isla de Jamaica a los ingleses dieron la libertad a los negros que había en ella? ¿Y no es cierto también que cuando Inglaterra, la idílica y libertaria Inglaterra, tomó posesión de aquella isla volvió a sujetarlos a la esclavitud? ¿Y no es igualmente cierto que en las colonias holandesas se obligaba a las negras a ir siempre con el torso desnudo? A ellos, sin embargo, nadie les ha tejido leyenda negra, por más negra que la tengan, pues es por esto que el editor David Barry, quien publicó para los ingleses en 1826 Las Noticias secretas de América de Jorge Juan y Antonio de Ulloa, escritas originalmente y con carácter reservado en 1747, suprimió el siguiente párrafo, por cierto muy significativo de las observaciones que sobre la América hicieron este par de científicos: 




			‹‹Los habitantes de las Indias, tanto criollos como europeos, y particularmente los del Perú, de quienes hablamos en particular, permaneciendo siempre leales a los reyes de España e inmutables en la fe, no pueden tener razón para apetecer otro gobierno que les sea más ventajoso, una libertad más completa que la que tienen, ni mayor seguridad en sus propiedades… no tienen otra sujeción a los gobernadores que la que voluntariamente les quieren prestar: careciendo de todo temor a las justicias, casi no se reconocen como vasallos, porque cada uno se considera un soberano. Y por este tenor son ellos tan dueños de sí, del país y de sus bienes, que nunca llega a sus ánimos el temor de perder cosa alguna de su caudal con el motivo de la necesidad que suelen tener los monarcas, cuando la dilación de las guerras menoscaba sus rentas… El que allí tiene haciendas, es dueño de ellas y de su producto libremente: el que comercia, de las mercaderías y frutos que maneja: el rico no teme que su caudal se disminuya, porque el rey le pida algún empréstito ni lo ponga en la precisión de hacer gastos exorbitantes: el pobre no anda fugitivo ni ausente de su casa por temor de que lo hagan soldado contra su voluntad: y así los blancos como los mestizos, están tan distantes de que el Gobierno les multe, que si supieran aprovecharse de las comodidades que gozan, y de la bondad del país, podrían con justos títulos ser envidiados de todas las naciones por las muchas que gozan del establecimiento en que viven, y la mucha libertad que con él consiguen…›› 




			Esta supresión denota el carácter malévolo de las intenciones del editor inglés, pues con esto, y con sus tendenciosas y sesgadas notas adheridas a las observaciones de los dos célebres autores que relataron las cosas que veían con todas sus luces y sus sombras, quiso ennegrecer aún más el cuadro que las potencias extranjeras pintaban de los dominios españoles en América; publicaciones mutiladas como éstas se vendieron y difundieron muy bien por todo el mundo, hasta el punto en que los propios hispanoamericanos terminaron creyendo la sarta de leyendas tejidas en los mentideros de Londres, que envenenaron aún más sus sentimientos y motivaciones secesionistas. 




			Por lo anterior, mucho más crédito merece la observación de 1822 del historiador inglés William Robertson, quién según autorizadas fuentes, no era nada indulgente con los españoles: 




			‹‹En los principios que han regido a los monarcas españoles para su legislación de Indias, no descubrimos rastro alguno de aquel cruel sistema de exterminio que se les imputaba… En ningún código de leyes vemos mayor solicitud, ni preocupaciones más oportunas y multiplicadas a favor de la conservación, de la seguridad y felicidad de los súbditos, que las que observamos en la recopilación española de leyes de Indias››. 




			Más contundente nos resulta, empero, el otro historiador británico William Bennet Stevenson, quien tampoco se distinguió por tener afecto a los españoles; no obstante, tuvo que afirmar en 1825, después de vivir por espacio de veinte años en Sudamérica, que 




			‹‹Ignoro cómo son tratados los esclavos en las colonias inglesas… pero si la suerte de los esclavos en ellas no fuese peor que la de los esclavos de los españoles, serán más dichosos que los trabajadores de Inglaterra. No tengo duda de que si uno de aquellos esclavos fuese traído a Inglaterra y sujeto a la condición de semimuerto de hambre y de cruda fatiga de un jornalero inglés para experimentar toda la miseria y privaciones de éste, levantaría en alto sus manos y pediría con insistencia ser devuelto a su amo, el cual lo alimentaba cuando tenía hambre, lo vestía cuando se hallaba desnudo, y proveía todas sus necesidades cuando enfermaba››. 




			Tan contundentemente como el anterior, el editor de la revista Land of Sunshine, del sudoeste de los Estados Unidos, el norteamericano Charles F. Lummis, nacido a mediados del siglo XIX, testimonia: 




			‹‹Algunas historias de las que han perdurado pintan a esa heroica nación como cruel para los indios; pero la verdad es que la conducta de España en este particular debiera avergonzarnos. La legislación española referente a los indios de todas partes era incomparablemente más extensa, más comprensiva, más sistemática y más humanitaria que la de la Gran Bretaña, la de las Colonias y la de los Estados Unidos todas juntas››. 




			Si estas fuentes independientes no son suficientes, podemos recurrir al Diario de los Debates de Francia, publicado el 22 de marzo de 1824, que dice: 




			‹‹Las leyes [españolas] eran muy rigurosas contra los amos que castigaban excesivamente a los negros, o les hacían sufrir grandes trabajos y privaciones. La segunda condena de sevicia con los negros era de confiscación de todos los poseídos, y de legal incapacidad para volver a tener otros. Por eso el gobierno inglés se ha propuesto su primer ensayo en la isla de la Trinidad. Con respecto a Demarara y Tobago el sistema actual se moderará según las necesidades locales, y adaptándolo a las leyes vigentes››. 




			Esto nos dice que el gobierno inglés pretendía aliviar la suerte de los esclavos en sus posesiones americanas recién arrebatadas a España, imitando lo que se proveía en las leyes españolas por las cuales los procuradores síndicos eran protectores de los negros y debían apoyarlos y sostenerlos cuando querían casarse, adquirir propiedades o comprar su libertad. Cosa muy distinta ocurría en las Antillas de dominio británico, donde los esclavos estaban sometidos a punta de terror y escarnio. Allí los esclavos eran frecuentemente torturados y azotados. El castigo que se les daba por crímenes cometidos, o por rebeliones iniciadas, consistía en clavarlos al suelo por medio de garfios en los cuatro miembros y luego quemarlos gradualmente empezando por los pies y las manos hasta llegar a la cabeza, en medio de los dolores y los gritos más aterradores. A otros los azotaban hasta ponerlos en carne viva y luego les echaban pimienta y sal en la piel, o cera derretida... En Inglaterra e Irlanda estaban mejor protegidas las bestias del campo que los esclavos en las Antillas británicas. La castración, el corte de las orejas o la nariz, como forma de castigo frecuente, estaban amparadas por las cláusulas primera y segunda de la Ley sobre Esclavos de Jamaica. En los asentamientos británicos al oeste de La Florida la situación no era mucho mejor, pues los ingleses tenían decretados estrictos códigos, particularmente en aquellas zonas donde la población blanca era minoritaria respecto de la negra. Por ejemplo, los esclavos no podían tener animales domésticos, ni comprar ni vender nada, ni siquiera bebidas alcohólicas. El castigo a los infractores era usualmente severo y cuando la sentencia era la pena capital la ejecución se llevaba a cabo tan pronto como ésta se pronunciaba. En no pocas oportunidades se usó la ‹‹rueda››, un salvaje instrumento de tortura que desmembraba el cuerpo del infeliz. 




			Parecida suerte corrían los esclavos de los franceses, sujetos al infame Code Noir, pues éste permitía a los blancos abusar de ellos y hasta negar los ritos de la extremaunción a los moribundos e impedirles el matrimonio eclesiástico. El desestímulo a la formación de grupos familiares negros tenía el propósito de facilitar que los propietarios de esclavos no tuvieran que vender esposo y esposa juntos, algo que se oponía a sus políticas mercantiles. 




			Con la independencia, ni los negros ni los indios estuvieron mejor en los territorios sajones que en los hispanos: cuando Tejas se independizó de Méjico, su primera Constitución de 1836 define así quiénes son sus ciudadanos: ‹‹todas las personas blancas libres››, y por lo negativo define quiénes no lo son: ‹‹los africanos, descendientes de africanos, y los indios quedan excluidos››; cuando Tejas se incorporó a los Estados Unidos como Estado, su primera constitución repite en 1845 lo mismo que la anterior. Méjico, en cambio, siguiendo la tradición hispánica de la inclusión, incorpora a los indígenas dentro de una ciudadanía común, muy en consonancia con la expedida en Cádiz en 1812 que une ‹‹nación española›› y ‹‹pueblos››, reputados todos como constituyentes de la misma nacionalidad. Por esto puede decirse que pese a que la constitución de Cádiz plantea un orden nuevo, no deja de inscribirse en el viejo orden consuetudinario y legalista de la monarquía católica. 




			Como se ve, la mendaz e infame propaganda contra España tuvo el efecto de encender aún más los ánimos de los americanos, que no tenían forma de contrastar aquellas prácticas con las habituales de las posesiones españolas y fue parte en difundir la idea de que los españoles eran unos monstruos de maldad que había que erradicar del suelo americano. Es así como los periódicos, fundados al amparo de las nuevas repúblicas, se dedicaron a difundir los infundios extranjeros y los propios hasta convertirse en órganos de propaganda política y partidista, o catecismos revolucionarios que prosperaban o morían según fueran afectos o no al gobierno republicano de turno. En la provincia de Buenos Aires en 1821, por ejemplo, bien avanzado ya el proceso revolucionario, se planteó una nueva forma de censura destinada a evitar lo que se dio en llamar la ‹‹anarquía tipográfica››, por cuanto se pretendía ‹‹alarmar al pueblo y conducirlo a una rebelión›› —léase predisponer su opinión contra el gobierno de Bernardino Rivadavia. El propósito, entonces, de la estrenada libertad en todos los países tocados por el soplo revolucionario no fue otro que ‹‹uniformar›› la opinión en torno a los ideales que las élites proclamaban suyos, pero siempre bajo la mirada atenta del gobernante que no toleraba discrepancia alguna con sus medidas administrativas o políticas. En Buenos Aires, la legislatura revolucionaria sancionó en octubre de 1822 un decreto que introducía la represión por los llamados ‹‹abusos de la prensa›› que, entre otras cosas definía restrictivamente lo no permitido en la prensa escrita, como aquellos: ‹‹impresos que ataquen la religión del Estado, que exciten a la sedición o a trastornar el orden público, o a desobedecer las leyes de las autoridades del país… los que ofendan con sátiras o invectivas al honor y reputación de algún individuo, o ridiculicen su persona o publiquen defectos de su vida privada…›› En otras palabras, se volvía al mismo marco legal que más o menos imperaba en tiempos del virreinato, sólo que ya no era una evaluación proveniente del criterio del magistrado, sino que anunciaba un absolutismo plasmado en la propia ley. No de otra manera puede interpretarse ‹‹trastornar el orden público››, que puede ser cualquier escrito ‹‹crítico››, palabra que, a su vez, se puede enmarcar dentro de la prohibida ‹‹sátira››, o ataque a la ‹‹reputación››. Por supuesto, el ámbito de la vida privada del repúblico, si por privado se entienden los negocios o indelicadezas a la sombra del Estado, también quedaba legalmente a salvo. 




			En síntesis, tales periódicos estaban encaminados a justificar las acciones de los facciosos, cualesquiera que ellos fueran, a insistir en su justicia, a difundir sus principios y a exaltar y movilizar a sus partidarios infundiéndoles lealtades, tanto como a debilitar y desacreditar el poder del contrario y su causa. Todo lo cual nos lleva, finalmente, a concluir lo obvio: que la libertad de prensa en la república tuvo tantos límites como en la monarquía, sólo que entonces era más fácil remover al magistrado que extralimitaba sus funciones que al dictador que plasmaba en la ley cláusulas casi inamovibles, a no ser por el empleo del golpe, la asonada, la guerra civil, tres demonios que se desencadenaron y abatieron la América tras la secesión de España. 




			Por eso el tema de la libertad muchas veces se reduce, más que a las garantías civiles, al ‹‹estado de opinión›› que prevalezca en un momento dado en el tiempo, por lo que ninguna revolución por sí y ante sí ha justificado la sangre derramada y la destrucción sufrida, ni ha proporcionado cambios en el ‹‹estado de opinión›› que no los hubiera proporcionado el mismo cambio evolutivo y orgánico que se va produciendo de manera natural en la medida en que las gentes y el sistema judicial se vayan aclimatado a los nuevos tiempos y a las nuevas concepciones de garantías ciudadanas. 




			

	    


	 	

	    

            



			




			
SEGUNDO MITO  




			
El férreo monopolio español 




			



			




			Una de las cosas más deseables es descartar de la mente que España ejerció un férreo monopolio comercial sobre sus provincias de ultramar y que a ello se debe, fundamentalmente, el deseo de secesión. El monopolio colonial del comercio, calumniosamente endilgado a la invención española, no fue una idea de España, aunque esto también forme ahora parte de la leyenda negra, que para algunos explica el ansia de emancipación de sus posesiones. Es mentira y falso de toda falsedad que los americanos vieran el contraste entre la libertad de comercio ofrecido por Inglaterra y las restricciones que a éste les ponía España, porque los ilustrados sabían que ese país era tanto o más restrictivo que el nuestro y tal cosa afirmo porque nuestras fronteras, tan vastas como eran, no podían ser debidamente guardadas y por ellas se filtraba todo el contrabando de propios y extraños. Así que no nos vengan con cuentos, que no fueron pocos los criollos de las clases adineradas que se enriquecieron aún más a la sombra del contrabando que producía mayores réditos que el libre comercio. 




			Tres años después del descubrimiento de América, Enrique VII de Inglaterra dio al veneciano Cabot ciertas instrucciones para su expedición. En uno de sus puntos se le dijo que ‹‹mantuviese con los habitantes de los países que descubriera un tráfico exclusivo de todo competidor››. Este principio lo observaron los ingleses a rajatabla, por cuanto ese reino mantuvo un estricto exclusivismo comercial en sus colonias de las Indias Occidentales y en las Indias del Este, y sólo el 14 de junio de 1825 aceptó modificar los fundamentos de tal monopolio. Pero esto también fue un maquillaje, proclamado por Lord Barthust, porque si bien se renunció a la exclusividad comercial, se impusieron grandes tributos y derechos que debían pagar los extranjeros sobre sus mercancías, por lo que se desvirtuó la posibilidad de establecer una sana competencia. ¿Cuál es la diferencia entre prohibir el comercio con potencias extranjeras o imponer un tributo tan alto a esas potencias que el comercio se haga inviable? Los ingleses son maestros del maquillaje, y tal vez a eso se deba que las mentes más elementales e incautas hayan propagado la especie de la liberalidad inglesa. Más francos son los franceses que sin tapujos en 1814 se declararon a favor del sistema monopolístico colonial, según se concluye de las Memorias de la Comisión Colonial nombrada para tales fines. Por eso podemos decir con énfasis y sin temor a equivocarnos que las demás potencias europeas no tuvieron como propósito edificar ciudades en sus colonias y exportar cultura, sino favorecer el comercio sobre el de sus rivales, con la sola excepción de España, que sí fundó ciudades y exportó cultura con mucha mayor eficacia que con la que atendió el comercio. 




			Lo anterior resulta no solamente de que la política de Indias requería el establecimiento de colegios, universidades, protección de las lenguas indígenas, alfabetización y cristianización, sino que la enorme extensión del imperio nunca hizo que pudiese haber una verdadera existencia de monopolio comercial en sus posesiones por falta de medios eficaces para su ejecución. Es de todos conocidos el embate del resto de potencias para introducir contrabando en la América española, actividad que se hacía rentable en la medida en que se penetraban los poros fronterizos y en que los ataques de los corsarios y piratas saquearan los puertos de entrada o pidieran rescate para no destruir totalmente las ciudades. La entrada del contrabando, es cierto, contó también con la anuencia de funcionarios venales y con la complicidad de los particulares que enviaban a los ingleses, franceses y holandeses el producto de mercancías que hacían pasar por suyas. Porque una cosa es cierta: hasta estos españoles con su perfidia y falta de honradez eran tan ‹‹serios››, ‹‹leales›› y ‹‹honorables›› a su manera, que de ellos los ingleses llegaron a decir que ‹‹ni el temor del peligro, ni el aliciente del provecho indujo jamás a un solo español a hacer traición o a defraudar a quien había puesto en él su confianza››. 




			Como si fuera poco, la liberalidad española aumentó a 900 toneladas la carga del barco del asiento de 500 toneladas que el tratado de paz de Utrecht permitió a los ingleses enviar anualmente a Portobelo, sin que ninguna de las dos cifras fueran jamás respetadas; siempre se violó en Jamaica el tonelaje acordado, colonia que sirvió a los británicos de plataforma del contrabando. Este barco estimuló el establecimiento de manufacturas inglesas en Panamá, Veracruz, Buenos Aires, Cartagena y otros lugares. Como se sabe, este problema originó la guerra de la ‹‹oreja de Jenkins››, de 1739 a 1748, período en que los ingleses se quisieron apoderar del continente americano con el ataque de Vernon a Cartagena en 1741. Como también se recuerda, allí fueron vencidos por don Blas de Lezo. 




			Pero lo más importante es entender que si alguien tuvo privilegios monopolísticos en este mundo fue Inglaterra, incluso con España, que se obligó mediante la paz de Utrecht a no conceder a ninguna nación distinta de Inglaterra el privilegio de comerciar con las Indias. Con todo, la mala fama de monopolista comercial se la ha llevado España por la propaganda que en este sentido han hecho los ingleses. Atrás, por supuesto, no se queda Francia, que también se benefició ostensiblemente con el pacto de familia suscrito con Carlos III, pacto que abrió los puertos americanos a ese país. Por lo tanto, sólo nos es dado reconocer que el monopolio efectivo fue solamente ejercido por España durante breves períodos, muchos menos que los que ejercieron las dos potencias mencionadas. Este hecho también queda constatado por el Galeón de Manila que desde 1572 iba a Acapulco por el Pacífico llevando todo tipo de mercaderías de la China, la Cochinchina y el Oriente, en general, a la Nueva España. Es a causa de este generoso comercio que las Filipinas prosperaron, pues hay que recordar que cuando allí llegaron los españoles los únicos alimentos que encontraron fueron arroz, patatas, cerdos y gallinas; luego estas islas produjeron grandes cantidades de trigo, vacunos, caballos, y contaron con una gran industria fabril de pañuelos, sayas, mantelería, colchas y otros tejidos, por los que a su bahía acudían buques de todas las nacionalidades de Europa, Asia y América que transportaban lozas, vino, fierros y se iban cargados de cacao, canela, pimienta, azúcar, algodón, arroz y ébano para otras naciones. 




			Aun en los breves períodos de ejercicio monopolístico de España, no se puede menospreciar el hecho cierto de que para evitar que el comercio cayera en manos de los contrabandistas se dio libertad en 1765 a las islas de Cuba, Puerto Rico, Santo Domingo, Trinidad y Margarita para negociar con nueve puertos peninsulares. Posteriormente, en 1768, se incorporaron Louisiana, Yucatán, Campeche, Riohacha y Santa Marta, lo que aumentó también el número de puertos españoles autorizados al comercio indiano. El mismo año se liberalizó el comercio interprovincial, autorizándose el comercio entre México, Nueva Granada, Guatemala y Perú, hasta cuando sobrevino el célebre Reglamento de Libre Comercio de 1778 que puso término a esta política, y que por fin autorizó el tráfico libre entre los puertos indianos y los peninsulares, con la sola restricción de los de México y Venezuela, que siguieron con el régimen anterior hasta 1789. O sea, se suprimió la Casa de Contratación y se crearon juzgados de arribadas en cada puerto, aunque siguió vigente la obligación de las provincias americanas de comerciar únicamente con España, cosa que, como ya dije, no se realizó plenamente debido a las fronteras porosas del Imperio. Gracias a este estatuto, entre 1782 y 1796 se cuadruplicaron las exportaciones hispanoamericanas, aunque este comercio estuvo controlado en casi un 80% por Cádiz, pese a la libertad comercial. Esto, ciertamente, fue un motivo de fricción, pero no se crea que con Inglaterra estaban mejor sus colonias en este y otros aspectos que ya he mencionado. Así, pues, que libertad de comercio había mucha, o quiérase que no, había la que en esos momentos convenía a la política imperial de ir soltando en la medida en que otros países soltaran sus propios monopolios. Lo contrario habría sido propiciar que el numerario se quedara en esos otros países en detrimento de los nuestros. Y esto lo sabían los americanos tanto como los peninsulares. 




			En todo caso, el monopolio comercial fue también parte de la leyenda negra tejida contra España. Este monopolio fue ejercido por todas las potencias coloniales europeas en sus respectivos dominios. 




			

	    


	 	

	    

            



			




			
TERCER MITO  




			
El origen popular de la revuelta comunera 




			



			




			
La mancha de la tierra 




			



			




			Un día de 1768 se oyó en el cabildo por parte de José Groot de Vargas, peninsular, el primer ‹‹tienes la mancha de la tierra›› contra José Miguel Lozano de Peralta, oriundo de Santa Fe y perteneciente a una de las familias más linajudas de la capital del Nuevo Reyno de Granada. El ofendido renunció a sus cargos con el propósito de viajar a España a informar a la Corte, en persona, que había sido objeto de semejante agravio. 




			Consistió el pintoresco agravio en el cabildo santafereño en que ‹‹la mancha de la tierra›› era nada menos que ser mestizo, estar emparentado con indio, porque ‹‹indio›› era en la Nueva Granada sinónimo de bruto, de ladrón, de guache, y persona indolente y despreciable. Esto de ‹‹indio›› era un vocablo que comenzaba a ponerse en boga en contraposición a la palabra ‹‹chapetón›› que esgrimían los de estos reinos para referirse a los españoles europeos; y ‹‹chapetón››, aunque no propiamente ofensivo, se les llamaba porque la tremenda altitud de dos mil seiscientos cincuenta metros de la Sabana de Santa Fe de Bogotá ponía los cachetes colorados a los españoles recién llegados, dada la blancura de sus pieles y el amasijo del sol del altiplano que las tostaba y enrojecía con la sangre que fluía y oxigenaba los tejidos. Al contrario, ‹‹indio›› sí que era ofensivo, pues a quien mereciera desprecio se le podía tildar como ‹‹indio de mierda››, y cosas por el estilo, por muy blanco que fuera. 




			Denegado fue el permiso a don José Miguel Lozano de Peralta de viajar por tan baladíes motivos a la lejana España a presentar sus quejas. Luego la Corte lo recompensó por su distinción e innumerables servicios a la Corona, dándole el título de marqués de San Jorge el 16 de septiembre de 1772 y queriendo, quizás, recalcar que muy blanco era y que ni la tierra, o siquiera el sol, le habían manchado la estampa. No obstante, desde entonces los granadinos recordaron el agravio y comenzaron a apilar en el naciente volcán del descontento las incomodidades sufridas por los modales, el habla soez y la brusquedad de los españoles europeos, hasta cuando la propia gramática se convirtió en un nuevo motivo de desprecio hacia los peninsulares, creadores de la lengua, pero ya sin ánimo de mejorarla o preservarla; el maltrato cotidiano al que la sometían era cosa insoportable en la Nueva Granada, particularmente en Santa Fe, y los hacía ver no sólo como rudos personajes, sino como analfabetos de librea, paletos de planicie y labradores de postín; porque, dicho sea de paso, el más notable producto del Nuevo Reyno de Granada, junto con las esmeraldas, el oro, el café y la quina, eran los cerros de gramáticas que se producían, los estudios filológicos, la exaltación poética, las odas satíricas y los pasquines de alto coturno a cuya vera estaban los cazadores profesionales de gazapos e impropiedades lingüísticas. 




			Sí, en la Nueva Granada, la usanza permanente del lenguaje inculto por gentes sobresalientes de España hizo de los peninsulares el hazmerreír de los neogranadinos; era aquel ‹‹subir para arriba››, que es la única parte adonde se suele subir, aquel ‹‹bajar para abajo››, que nadie podría imaginar que se pudiera hacer para otro lado, como tampoco entrar más que para adentro, ni salir más que para afuera, ni ‹‹Pedro es más mayor que Juan››, podría mejorar ser el mayor de los dos; ni por mucho que se dijera ‹‹voy a por el pan››, se podría dejar de ir por él, ni por la leche ni por lo que fuera. No quiero dar la impresión de que en la Nueva Granada no se cometieran errores gramaticales, sino que los granadinos sólo toleraban los propios por ser más sutiles e imperceptibles, como lo era casi todo en ese Reyno, incluidas las conspiraciones. Fue como si, de repente, aquellos encumbrados funcionarios, hieráticos magistrados y adelantados del Reyno provinieran de la luna, o por lo menos de algún reino devastado por la incultura y enmarañado por las selvas, refugio de primitivos aborígenes, tocados de toda una cultura plebeya y revolucionaria. La nueva moda, traída por el más trasnochado igualitarismo, imponía no andarse con esguinces, ni florituras lingüísticas, pues lo que los tiempos exigían era que cada cual fuese lo que realmente era, y a veces peor.  




			Por todos estos títulos, honores y servicios prestados, Lozano de Peralta estaba muy orgulloso de su sangre y tierra y el haberle espetado que tenía mancha de ella era un agravio que ni él ni su hijo José María, heredero del título y de sus resentimientos, habrían de olvidar. Desde entonces, José Miguel, el padre, vaciló entre los vaivenes de la revuelta y la fidelidad al Rey, todo por cuenta de estas fricciones, de las malas costumbres que se traían de Europa y porque, habiendo los españoles asimilado el ateísmo y el antimonarquismo franceses, amenazaban el orden establecido, despelucaban a los locales, enriscaban a los patricios de la tierra e irritaban los ánimos y la epidermis de los blancos criollos. Sí, de los blancos, de las clases adineradas, pues los pobres indios se sentían amparados por la Corona, los negros más a gusto con los españoles y los pardos indiferentes a los unos y a los otros. A lo único que éstos no eran indiferentes era a aparecer como blancos, a ascender como españoles, a trabajar como negros y a divertirse como indios en las verbenas populares. 




			En tratándose de diversión, óigase que pocos están dispuestos a salir bailando si exageradamente suben los impuestos. Me estoy refiriendo a la revuelta llamada ‹‹de los Comuneros›› cuando en tiempos de la guerra de España contra Inglaterra, en la que don Bernardo de Gálvez derrotó a ésta en Luisiana y La Florida, el gobierno de Su Majestad Don Carlos III se vio precisado a hacer leva de recursos para atender las necesidades de la contienda. Como esto no gustó a muchos y disgustó a no pocos —particularmente a los adinerados y a los de las clases emergentes—, el señor Ardila, apodado El Zarco, decidió con un grupo de secuaces romper la tabla de la sisa en El Socorro y mandar a freír espárragos al visitador Juan Francisco Gutiérrez de Piñeres. Este señor había llegado al Nuevo Reyno de Granada comisionado por la Corona en 1781para imponer tributos a todo lo que se le ocurriera. Mucho se le ocurrió, porque de tales tributos no salieron indemnes los pulperos y fabricantes, los mercaderes y hacendados, los ganaderos y gentes del común y no tan común, entre los que se destacaba el bendito marqués de San Jorge; sí, otra vez el mismo don José Miguel Lozano, quien por aquella época ya había perdido el marquesado por no querer pagar el correspondiente tributo que tal honor acarreaba a quien lo mereciese. Fueron cinco los años en que este señor se hizo el de la vista gorda con los impuestos adeudados desde 1772, año de la concesión, hasta 1777, año en que la Audiencia, harta ya de excusas y peloteras, le suprimió el título. Poco caso hizo a esas medidas el señor Lozano pues, muy orondo, siguió usando el título anulado, aunque tomó ofensa y alebrestó a cuantos pudo por el ‹‹agravio›› recibido. 




			Uno de esos alebrestados fue don Antonio Nariño, cuya familia tenía enlaces con los Lozanos de Peralta y quien habría de ser figura central en todos los padecimientos y calamidades que con el transcurso de los años acaecieron sobre tan pacífico reino. El pivote de enganche con la casa Nariño fue don Manuel de Bernardo Álvarez, casado con Josefina, una de las hijas de don José Miguel, quien, dicho sea de paso, había colocado muy bien a sus hijas: a Mariana, con Juan Nepomuceno de Lago, regidor de Santa Fe; a Petronila, con José Antonio Portocarrero y Salazar, administrador de la Real Hacienda; a Juana María, con Eustaquio Galavís y Hurtado del Águila y de Mendoza, alcalde de Santa Fe, con quien no tuvo descendencia, y a Clemencia, la menos favorecida, con Juan Esteban Ricaurte, un simple empleado. Hasta el propio ex marqués, aunque marqués a la brava, había vuelto a contraer nupcias a la muerte de su primera esposa María Tadea González Manrique, con la hija del escribano de la gobernación, Magdalena Cabrera, biznieta de Gil Escribano y Dávalos, quien había sido presidente, gobernador y capitán general del Nuevo Reyno. Como se ve, era este el comienzo de otras monarquías republicanas que iban emulando, como es apenas natural, los enlaces de las casas reinantes europeas a las que ya se criticaba las formas tan poco democráticas con que ejercían el poder. 




			El hecho es que la acción de El Zarco Ardila y sus compañeros contra la sisa fue seguida por los gritos de ‹‹¡Viva el Rey y muera el mal gobierno!››, consigna que había sido enviada por los oligarcas de Santa Fe a quienes no les era indiferente el éxito del motín, ni la lejanía que había entre El Socorro y la capital del Reyno a fin de que no recayesen dudas acerca de la lealtad de los súbditos de Su Majestad, que se parapetaban entre la lealtad aparente y la traición clandestina. Estaban dispuestos a tomar cualquier partido, el de la revolución, si el motín salía adelante, y el del respeto a las instituciones, si fracasaba. 




			



			




			
El desquite del marqués 




			



			




			José Miguel Lozano de Peralta quiso desquitarse del agravio de la mancha de la tierra y de haber perdido el marquesado elaborando pliegos, libelos y pasquines, con instrucciones para los revoltosos de El Socorro. Ayudole en esta tarea un oscuro personaje, español para más señas, quien a la sazón estaba casado con Joaquina Álvarez del Casal y era concuñado de una de las hijas del marqués, Josefa Lozano, la esposa de Manuel de Bernardo Álvarez del Casal. Su nombre era Manuel García Olano, administrador de correos de Santa Fe. Ese puesto, clave en la revuelta comunera, le había sido conseguido por otro concuñado, Francisco Robledo, asesor del virrey Flórez y casado con otra de las Álvarez del Casal y, por tanto, cuñado de Manuel de Bernardo Álvarez. 




			Los vínculos de José Miguel con otros cabildos y cabildantes fueron parte a determinar que esos pequeños parlamentos se opusieran vehementemente al poder ejecutivo y el motín se avivara con las protestas de los notables criollos que dominaban el panorama político local. El auxilio de Manuel García Olano, pariente político del ex marqués de San Jorge, consistió en difundir noticias sobre la insurrección de Túpac Amaru en el Perú, abrir la correspondencia virreinal, refundir mensajes, tergiversar noticias, escribir cartas a los revolucionarios de El Socorro informándoles de todo cuanto la Audiencia se disponía a hacer contra ellos y secretamente aspirar a que su esposa, Josefita, fuese entronizada reina por los rebeldes. ¡Ah!, y se me olvidaba contar, ¡robarse y permitir que se robaran las encomiendas de dinero que llegaban con la correspondencia! Pronto la protesta inicial se convirtió en motín bajo el auspicio del notablato santafereño, intrigante y resentido. 




			El levantamiento de los Comuneros en la Nueva Granada tuvo como antecedente el tumulto realizado en los barrios de Quito donde se alzó la plebe contra la Aduana y el estanco de aguardiente en 1765. Alzado el pueblo, se quemaron y destruyeron edificaciones y los españoles y criollos se unieron para la defensa común, pues era mucho en común lo que tenían y exponían, aunque los chapetones fueron los que terminaron pagando los platos rotos porque el gobierno cedió a las reclamaciones populares de desterrarlos antes de que los asesinaran al grito de ‹‹¡Mueran los chapetones!››. Pero lo notable es que los mismos amotinados, que los detestaban, también dieron gritos de ‹‹¡Abajo el mal gobierno!›› y ‹‹¡Viva el Rey!›› y doblaron la rodilla cuando se expuso en la Plaza Mayor el retrato de Don Carlos III. Esta fue la principal muestra de fidelidad y vasallaje que se ofrendaba al Rey en medio del tumulto. El virrey del Nuevo Reyno, Messía de la Cerda, cuya jurisdicción abarcaba hasta Quito, concedió un indulto general y el asunto pronto terminó de manera pacífica. 




			El 16 de marzo de 1781 estalló en la Nueva Granada el alzamiento de los Comuneros contra el llamado impuesto de la Armada de Barlovento que protegía el tráfico marítimo en el Caribe y el golfo de Méjico, impulsado por los ricos comerciantes criollos. Este impuesto estaba vigente desde 1635 pero sólo se pensó en aplicarlo a los territorios de ultramar a partir de las reformas de Carlos III y las crecientes necesidades de la guerra con Inglaterra. Otro motivo de protesta fue el recorte de las facultades de los virreyes y del gobierno local que hicieron más patente que las reformas borbónicas tendían hacia una mayor centralización del poder político, aumento de la burocracia, incremento de los costos y prolongación en el tiempo de las decisiones administrativas que se tomaban desde la lejana España. 




			En realidad, los antecedentes de todos estos tumultos se originaron en la introducción de políticas reformistas que se llevaron de calle lo que hasta entonces se había considerado tradicional en la política indiana, acostumbrada, como estaba, a cierta casuística y pactismo en el tratamiento tributario antes que a fórmulas eficaces de recaudo. Cuando en 1766 se nombró a José de Gálvez visitador de la Nueva España, a la par de la reorganización fiscal y defensiva del virreinato, éste afrontó la reforma y profesionalización del ejército, la reestructuración de la hacienda pública y la extensión de la tributación. En 1777 el nuevo ministro de Indias quiso extender sus reformas a todo el continente, para lo cual nombró funcionarios dotados de amplísimos poderes, como a José de Areche, fiscal de la audiencia de Méjico, en el Perú, José García de León Pizarro, fiscal de la audiencia de Sevilla, en Quito; y Francisco Gutiérrez de Piñeres, fiscal de Cádiz, en la Nueva Granada. Todos eran ajenos a los intereses locales, regalistas e incorruptibles. Pero eran también antitradicionalistas; y el abismo se fue abriendo. El virrey Guirior rechazó las reformas propuestas por Areche y fue depuesto. Reajustó la alcabala al 6% y la extendió a los géneros peruanos, estableció la aduana de Arequipa e hizo censar a los cholos para gravarlos con un tributo destinado a financiar la guerra con Inglaterra y el independentismo norteamericano. En 1780 se produjeron alzamientos en Arequipa, La Paz y Cochabamba y el día del cumpleaños de Carlos III, el 4 de noviembre, se alzó Túpac Amaru y tras éste Oruro y Túpac Catari. En este mismo año estallaron revueltas en Ambato, Quizapincha, Pillao, Baños, Pasa, Patate, Izamba y Santa Rosa, hasta cuando la llama revolucionaria llegó a la Nueva Granada con Gutiérrez de Piñeres. José Gabriel Túpac Amaru se había hecho coronar por su banda de seguidores ‹‹Don José I, por la gracia de Dios, Inca del Perú, Santa Fe, Quito, Chile, Buenos Aires y continentes de estos Mares del Sur, Duque de la Superlativa, señor de los Césares y Amazonas y comisionario distribuidor de la piedad divina››, aunque también reconoció a Carlos III como señor de estos reinos. Todavía no se había perdido el respeto por el poder imperial; no obstante, los motines fueron sofocados. 
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